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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 01/2013
MODALIDAD:  EQUIDAD

DEMANDANTE.-  D. XXXXX.
DEMANDADA.-  COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 03 / 2015
En Cuenca, a seis de agosto de dos mil quince.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº 2.696 del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX en la localidad de XXX, XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR – 01/2013, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha de fecha 07 de julio de 2015, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en EQUIDAD las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES

I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIO ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DON XXXXX, con D.N.I. nº XXX, estando legitimado activamente en este procedimiento, dada su condición de socio de la cooperativa XXXXX, en su escrito inicial de fecha  04 de abril de 2013 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad, el cual ha dado lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  En su escrito de solicitud señalaba el socio que había interpuesto demanda previa de impugnación de acuerdos sociales ante el Juzgado de lo Mercantil de Cuenca contra la liquidación de sus aportaciones sociales, al causar baja voluntaria de la Cooperativa.
Ante la misma se planteó la declinatoria de jurisdicción por parte de la entidad demandada, siendo estimada la misma por Auto del referido Juzgado de fecha 27 de marzo de 2012, a favor de los órganos de arbitraje insertos en el Consejo Regional de Economía Social.

SEGUNDO.-  La parte actora reconoce su condición de socio de la entidad XXX, con número de socio X, para lo que realizó una aportación inicial de 52.300,00 euros durante los meses de enero, febrero y abril del año 2008.
TERCERO.-  En fecha 27 de enero de 2010 el actor solicitó la baja voluntaria de la Cooperativa, siendo calificada la misma como INJUSTIFICADA por acuerdo del Consejo Rector, siendo ratificado dicho acuerdo por la Asamblea General de la entidad en fecha 27 de junio de 2010. Resolución que no fue impugnada por el actor con el fin de no demorar la liquidación de sus aportaciones.

CUARTO.- Que en fecha 26 de septiembre de 2011 se notificó al demandante el cálculo del importe a reembolsar por sus aportaciones a la Cooperativa por un importe final a su favor de 4.964,92 euros, resultando dicha cantidad de los informes y contabilidad de la Cooperativa y de la aplicación de la deducción por baja injustificada, contra la que formuló impugnación en fecha 02 de octubre de 2011.
El demandante declara que con fecha 21 de septiembre de 2012 se le remitió certificación de la Asamblea General celebrada el 26 de agosto de dicho ejercicio, en que se ratificaba la liquidación practicada, acuerdo que fue objeto de impugnación primero en sede judicial, y que, tras la resolución judicial, viene a conocer este órgano arbitral.
QUINTO.-  El demandante alega en su derecho el artículo 139.1 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (LCoop), destacando el hecho de que existiendo dos promociones distintas dentro de la misma Cooperativa: una para construir 10 viviendas adosadas de precio tasado y otra, a la que pertenecía el demandante, para construir 112 viviendas de protección inicial; la primera finalizó en al año 2009 y la segunda ni tan siquiera se llegó a iniciar.
De la contabilidad aportada por la Cooperativa, a juicio del demandante, expone que no ha existido una contabilidad diferenciada de ambas promociones, por lo que no se pueden determinar los costes reales de cada una de las promociones, ni tampoco se puede distinguir en el volumen de altas y de bajas de los socios, a cúal de las dos promociones corresponden.

SEXTO.- Con relación a las deducciones aplicadas a su liquidación, el actor señala que de las pérdidas y ganancias de la Cooperativa correspondientes a los ejercicios 2007-2010 arrojan un saldo positivo de 6.873,62 euros a favor del actor, lo que supondría que de su imputación al demandante no podría resultar la cuantía de las deducciones practicadas.
Destaca el demandante que la mayor partida imputada en concepto de gastos corresponde a la adquisición de los terrenos, que contablemente son una inversión, lo que unido a la declarada voluntad por parte de la Cooperativa, para que no constituyera un precedente esta baja voluntaria conducente el abandono por parte de un colectivo de socios, lo que comprometiera la misma viabilidad de la Cooperativa, parece ser ésta la intención real que habría justificado las deducciones realizadas.

SÉPTIMO.- Al mismo tiempo, el demandante expone que a lo largo de tres años no se ha iniciado la construcción de las viviendas comprometidas y que otras de las deudas de mayor volumen de la Cooperativa son las contraídas con la Gestora XXXX., en la que los vínculos familiares afectarían a 8 de sus 10 miembros en el Consejo Rector y que también estaría compuesta por familiares del órgano de administración, lo que entraría en contradicción con el artículo 138.4 de la LCoop. Unido al hecho de que en los años 2008-2010 dicha Gestora haya facturado por un importe total a la Cooperativa de 576.230,16 euros, lo que a juicio del socio ha supuesto un desembolso por unos gastos muy elevados en función de las tareas desempeñadas.
OCTAVO.-  La parte actora alega también el incumplimiento de artículo 140 de la LCoop respecto de la obligación de auditar las cuentas anuales con carácter previo a la celebración de la Asamblea General, dado que la labor que se habría realizado en realidad por el auditor contratado por la Cooperativa sería un mero visto bueno al balance y cuenta de explotación elaborado por la entidad, y no una verdadera labor de auditoría.
NOVENO.-  En base a lo anterior, concluye el socio demandante solicitando los siguientes puntos:
a) Que se declare nulo el acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 26 de agosto de 2012 por el que se ratificaba la liquidación practicada al demandante.

b) Se calcule una nueva liquidación, excluyendo como gasto las cantidades dedicadas a la adquisición del terreno y a la Gestora XXXX, aplicando solo los resultados contables, de lo que resultarían los siguientes importes:
· Aportación del socio: 




52.300,00 €

· Penalización baja: 




- 5.230,00 €

· Aplicación resultados por balances:

           + 6.873,62 €

· Repercusión Gastos 2009 (46.862,55 €): 

   - 418,41 €

· Repercusión Gastos 2010: (30,03 €): 

       - 0,26 €

      IMPORTE A DEVOLVER:


            53.524,95 €
DÉCIMO.-  Finalmente, el socio demandante solicitó la adopción de medidas cautelares al amparo del artículo 23.1 del Decreto 72/2006 de procedimiento de arbitraje, por cuanto según el demandante: i)  se preveía a la fecha de la demanda la posible disolución de la Cooperativa y la existencia de numerosos procedimientos interpuestos por socios contra las liquidaciones realizadas de sus aportaciones; ii) ante la posibilidad de que no se pudieran satisfacerse las pretensiones del demandante en el supuesto de estimarse, se solicitaba la inmovilización de fondos cooperativos por importe de 53.524,95 euros; iii) que tal medida no implicaba perjuicio alguno a la Cooperativa pues no tiene actividad alguna; iv) el demandante ofrecía caución suficiente para garantizar la medida instada.
En base a lo expuesto, solicitaba del Árbitro que se procediera a ordenar al Presidente de la Cooperativa la retención del saldo de la cuenta cuya titularidad ostenta XXXX en la entidad financiera XXX por el importe ya señalado, bajo apercibimiento de su responsabilidad personal o su retención e ingreso en cuenta de depósitos y consignaciones que pudiera designarse por este órgano arbitral.

II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXX
Por otra parte, la  Cooperativa XXXX, con domicilio social en la localidad de XXX - XXX, en la XXXX provista de C.I.F. nº XXXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del I.C.A. de Madrid, Don XXXX - en escritura otorgada en fecha 12 de septiembre de 2013 ante el Notario de Cuenca, D. XXXX, con número de su protocolo 1.182 -, siendo prestado aquel por los liquidadores de la entidad Doña XXXX, provista de DNI nº XXXX; Doña XXXX, provista de DNI nº XXX; y Don XXXX, provisto de DNI nº XXX, el cual se opuso a las pretensiones del socio ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 29 de noviembre de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   La Cooperativa demandada estableció de inicio que dicha sociedad se encontraba en situación de Concurso voluntario de acreedores desde el 24 de septiembre de 2013 ante el Juzgado Mixto Nº X y Mercantil de los de Cuenca, que por Auto de esa fecha declaró la situación concursal de XXXX, siendo objeto de publicación en el BOE nº X de fecha XXX (página XX), en la que se designaba como administrador concursal a D. XXXX, con DNI nº XXXX.
SEGUNDO.- Que habiéndose admitido a trámite el presente arbitraje en fecha posterior a tal declaración de concurso, en concreto el 11 de noviembre de 2013, serían de aplicación los artículos 8 y 52 de la vigente Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, de forma que debe conocer de manera exclusiva y excluyente los jueces de lo mercantil sobre cualesquiera acciones con trascendencia patrimonial que se dirijan contra el patrimonio del concursado.

Respecto a los procedimientos arbitrales, la demandada establece que del contenido del artículo 52 de la Ley Concursal es evidente que sólo podrán continuar en su tramitación aquellos procedimientos arbitrales que ya estuvieran admitidos a trámite una vez declarado el concurso, por lo que la competencia sobre esta concreta controversia corresponde en exclusiva al Juzgado de lo Mercantil de Cuenca, dado que han transcurrido casi dos meses desde la declaración del concurso hasta la admisión del arbitraje solicitado.  A tal efecto, también se invocó la aplicación analógica del artículo 50.1 de la Ley Concursal, que atribuye al Juez del concurso la competencia exclusiva y excluyente para conocer de cualquier proceso que se inicie contra la concursada.
TERCERO.-  Como conclusión, la demandada solicitó que se tuviera por formulada excepción de falta de competencia y que se dictara resolución en virtud de la cual se reconociera esa falta de competencia por parte de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación de este Consejo Regional.

Igualmente, se requería de este órgano que se suspendiera el plazo para contestar a la solicitud de arbitraje hasta que se resolviera previamente la cuestión de falta de competencia.

CUARTO.- La suspensión solicitada en tanto se resolviera la excepción de incompetencia planteada por la Cooperativa, fue objeto de resolución desestimatoria de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación en fecha 25 de  mayo de 2015, que señalaba en su tenor literal:

“Dicha excepción ha sido desestimada por acuerdo de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación de Castilla-La Mancha de fecha 18 de mayo de 2015, pues conforme al artículo 17 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo de 2006, por el que se regulan los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación, en el ámbito de la Economía Social en Castilla-La Mancha (DOCM nº 114 de 2 de junio), los procedimientos de arbitraje se inician con la presentación de una solicitud escrita, siendo por tanto irrelevante a estos efectos, el momento de su admisión.

En consecuencia, le informo que se reinicia el procedimiento en el momento en que se encontraba al tiempo de formular la citada excepción, procediéndose en esta fecha a dar traslado de la decisión adoptada a la administración concursal y emplazando a la representación de la sociedad cooperativa, a presentar alegaciones frente a la demanda.”
QUINTO.-  Tras la notificación del ya citado acuerdo de desestimación de la excepción, en fecha 16 de junio de 2015  se presentó escrito de contestación a la solicitud de arbitraje, actuando conjuntamente en representación de la Cooperativa tanto el letrado Don XXXX como su Administrador concursal, Don XXXX, en el que procedieron al amparo del artículo 21 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) a declarar su voluntad de ALLANARSE a los pedimentos del socio demandante, por cuanto “el resultado de la liquidación solicitada ya se encuentra reconocida en el Concurso de XXXX
A la vista de los antecedentes expuestos, no ha lugar a la celebración de vista alguna para fijar el objeto del procedimiento ni lógicamente a la práctica de ningún medio de prueba, por lo que aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social (en adelante, el Reglamento). Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 04 de abril de 2013 petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. 

Debemos señalar en este punto que la elección de la modalidad en equidad se justifica en que la de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en la normativa estatal, en concreto en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Finalización del procedimiento arbitral
De conformidad con el artículo 27.1 del Reglamento se establecen las siguientes formas en las que puede finalizar válidamente un arbitraje:
“El procedimiento arbitral finalizará por:

a)  Laudo arbitral.

b)  Laudo por acuerdo de las partes en los términos establecidos en la normativa estatal en materia de arbitraje.

c)  Desistimiento de todas las partes contendientes en cualquier momento anterior al dictado del laudo arbitral.

d)  Imposibilidad manifiesta, apreciada y justificada por los árbitros, de proseguir el procedimiento.

e)  Cualquier otro modo de finalización admitido por la legislación arbitral.”

Ante el allanamiento que de manera expresa ha hecho suyo la Cooperativa demandada, carece de objeto continuar en su tramitación el presente procedimiento y procede acordar su finalización en alguna de las formas previstas en el artículo trascrito; ya que según el artículo 19.1 de la LEC, se configura esta figura como una de las manifestaciones del poder de disposición de las partes sobre el objeto del proceso, que después se disciplina en el artículo 21.1 de la LEC: “Cuando el demandado se allane a todas las pretensiones del actor, el tribunal dictará sentencia condenatoria de acuerdo con lo solicitado por éste, pero si el allanamiento se hiciera en fraude de ley o supusiera renuncia contra el interés general o perjuicio de tercero, se dictará auto rechazándolo y seguirá el proceso adelante.”
Respecto de su significado como forma de terminación de un proceso - en este caso de naturaleza arbitral -, el Tribunal Supremo ha señalado que estamos ante "una declaración de voluntad por la que muestra el demandado su conformidad con las pretensiones del actor" (STS de 18 de junio de 1965), e incluso el Tribunal Constitucional también se ha pronunciado: "el allanamiento es una manifestación de conformidad del demandado con la pretensión contenida en la demanda" (STC 119/1986, de 20 de octubre).
Sobre la base de esta disciplina legal y, sobre todo, según la doctrina científica y jurisprudencial en la materia, pueden indicarse, como notas más características del allanamiento, las siguientes:
a) El allanamiento es un acto de disposición del demandado (o, en su caso, del actor reconvenido) sobre la materia objeto del proceso; y está dirigido a poner fin a la controversia privándola de objeto y, con ello, al proceso;
b) El allanamiento es un acto legítimo (esto es, incondicional). Es decir, supone el reconocimiento por el demandado de la realidad de los hechos alegados por el actor y, a la vez, la conformidad con el efecto jurídico que de esos hechos éste deduce. En caso contrario, se trataría de una simple admisión o reconocimiento de hechos por parte del demandado, que, como es sabido, no produce la inmediata terminación del proceso ni determina necesariamente la condena del demandado;
c) El allanamiento afecta sólo el allanado, lo que significa que en caso de litisconsorcio pasivo el allanamiento de un único demandado no puede perjudicar a los demás codemandados, y tratándose concretamente de litisconsorcio necesario sólo es válido el allanamiento hecho por todos los litisconsortes (el efectuado por uno solo, ni siquiera perjudica a quien lo realizó);
d) Es su principal efecto que el juez, en este caso el órgano arbitral, debe dictar sentencia conforme a aquello que el actor pidió en su demanda y a lo que se allana el demandado (salvo en los supuestos en que el allanamiento contraríe el interés o el orden público o resulte perjudicial para tercero), porque el allanamiento supone conformidad con los fundamentos fácticos y jurídicos de la demanda;
e) Para que el allanamiento origine la inmediata terminación del proceso ha de ser un acto de reconocimiento total de la demanda (de la petición o peticiones del actor contenidas en el suplico de la demanda), y generalmente así es; pero también puede ser parcial, esto es, la conformidad del demandado con alguna -o algunas pero no todas- de las peticiones del actor (y, claro está, en este último caso no producirá el allanamiento la finalización inmediata del proceso, aunque en la futura sentencia se tendrá que reconocer u otorgar la parte de la pretensión allanada);
f) El allanamiento debe ser expreso requiere, por definición, una terminante declaración de voluntad del demandado;

g) El allanamiento es un acto no formal, ya que basta con un simple escrito (ratificado) o una comparecencia personal ante el Juzgado; y ordinariamente se realiza en el proceso, pero también es posible hacerlo en documento privado (extraprocesalmente) si éste es traído después al proceso.

A la vista del cumplimiento de la totalidad de estos requisitos, es perfectamente admisible por este Árbitro y ajustado a Derecho el allanamiento declarado por la representación de la entidad XXXX en fecha 16 de junio de 2015 en este procedimiento arbitral, y procede resolver en coherencia con aquel.
CUARTO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. A los efectos del Reglamento, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos procede dictar, en equidad, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha cuatro de abril de dos mil trece, interpuesta por don XXXX frente a la LIQUIDACIÓN de las aportaciones obligatorias notificada por resolución del Consejo Rector de la Cooperativa XXXX, de fecha veintiséis de septiembre de dos mil once, por la que resultaba  un crédito a favor del demandante por un importe de  CUATRO MIL NOVECIENTOS SESENTA Y CUATRO EUROS CON NOVENTA Y DOS CÉNTIMOS DE EURO  (4.964,92 €).
A la vista del allanamiento expreso por parte de la representación de la Cooperativa XXXX, se declara como ajustada a Derecho tanto la cuantía de la liquidación de aportaciones como los conceptos empleados que el demandante detalla en su escrito de solicitud, resultando así fijado un crédito final a favor de don XXXX por un importe de  CINCUENTA Y TRES MIL QUINIENSTOS VEINTICUATRO EUROS CON NOVENTA Y CINCO CÉNTIMOS DE EURO  (53.524,95 €), y asimismo, en concordancia con lo pedido por el actor, se declara como no ajustado a Derecho el acuerdo adoptado por la Asamblea General de la Cooperativa, de fecha veintiséis de agosto de dos mil doce, por el que se ratificaba la liquidación inicial practicada al demandante por acuerdo del Consejo Rector.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El presente Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a seis de agosto de dos mil quince.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
	10
	Arbitraje  AR – 01/2013



